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Del debido proceso en las actuaciones administrativas: “Desde esta perspectiva, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que los principios que deben informar genéricamente el derecho fundamental al debido proceso en materia administrativa, son entre otros, los siguientes: (i) el principio de legalidad y el acatamiento de las formas procesales administrativas previamente establecidas ; (ii) los principios de contradicción e imparcialidad a fin de asegurar la protección  del derecho a la defensa de los ciudadanos en todas sus formas, y (iii) el respeto general a los derechos fundamentales de los asociados . Estas garantías básicas, se encuentran encaminadas a asegurar el correcto y adecuado ejercicio de la función pública y a evitar posibles actuaciones arbitrarias por parte de la administración”  

Citación jurisprudencial: Sentencia C-083/15 Magistrada Ponente Gloria Stella Ortiz Delgado en relación con el debido proceso.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón

Acta No. ___

(Septiembre 19 de 2016)

Procede la Judicatura a resolver la impugnación propuesta contra la sentencia proferida el día 16 de agosto de 2016 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela impetrada por la señora  Flor Esther López Hernández a través de Apoderado Judicial, en contra de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, a través de la cual pretende que se ampare el derecho fundamental al debido proceso, derecho de petición y al Mínimo Vital.
I. La demanda
Manifiesta el apoderado de la accionante, que la señora Flor Esther López Hernández  nació el día 24 de octubre de 1953, contando en la actualidad  con 62 años de edad; que laboró desde el 22 de septiembre de 1975 con el Seguro de Institutos Sociales (hoy liquidado) hasta el 25 de junio de 2003. Afirma  que tramitó demanda de Nulidad y Restablecimiento del derecho en contra del Instituto de Seguros Sociales, en el Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión del Circuito Judicial de Barranquilla bajo el radicado N° 2011-00015, con la finalidad que se declarara la nulidad de la Resolución N° 0376 del 01 de marzo de 2011, por medio de la cual se le reconoció la pensión de jubilación por el periodo laborado en el ISS entre el 26 de junio de 1993 al 25 de junio de 2003, en los últimos 10 años, teniendo en cuenta  que la entidad no incluyó para la liquidación todo lo devengado por la pensionada  en ese periodo de tiempo, y  en Sentencia de Primera y confirmada en Segunda instancia por el Tribunal Administrativo del Atlántico mediante sentencia del 31 de enero de 2014, condenó al Instituto de Seguro Sociales a reliquidar la pensión de jubilación con  los factores salariales devengados en el último año de servicios y los factores salariales dispuestos en el Art. 19 del Decreto 1653 de 1977, siempre y cuando se encuentre acreditado en el expediente administrativo.
 Afirma que para el día 12 de noviembre  de 2015 presentó ante la  Unidad de Gestión Pensional y Parafiscal la cuenta de cobro bajo radicado Nº 201550051171132, mediante el cual solicitó  que se diera cumplimiento y pago de lo establecido en la sentencia judicial a favor de la demandante, aportando toda la documental requerida tales como: Copias auténticas de sentencia de primera y segunda instancia, debidamente ejecutoriadas, copia de edictos de primera y segunda instancia, certificado del Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión de Barranquilla,  copia auténtica del poder especial del proceso judicial, copia auténtica de los acumulados salariales, declaración juramentada, copia auténtica del poder otorgado ante la U.G.P.P, liquidación de la sentencia con indexación desde el día 03 de enero de 2007 al 17 de septiembre de 2015, fecha de ejecutoria de la sentencia a favor de la señora Flor Esther López Hernández. 
Aduce que mediante resolución RDP 033461 del 31 de octubre del 2014 la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscal, niega el cumplimiento de la sentencia judicial argumentando que requiere que se allegue el original o copia auténtica de los certificados de los factores salariales y tiempos de servicios  ante el  ISS, correspondientes a los años 2002 y 2003, toda vez  que ante la ausencia de tales documentos se encuentra en imposibilidad de dar cumplimiento a la Providencia Judicial. Mediante Resolución Nº RDP 055913 del 29 de diciembre de 2015, la U.G.P.P. negó la solicitud de cumplimiento de la sentencia judicial, argumentando que se deben aportar documentos indispensables y señala: “Que teniendo en cuenta la orden del fallador es reliquidar la pensión a favor de la señora López Hernández, teniendo en cuenta para ello, el ciento por ciento del promedio de lo percibido, en el ultimo año de servicios, y teniendo en cuenta que el causante trabajó en la ESE José Prudencio Padilla hasta el 31 de octubre  de 2004, se evidencia que no obra dentro del expediente certificado de los factores salariales devengados durante el último año de servicios, es decir el 01 de noviembre de 2003 al 31 de octubre de 2004”.
Nuevamente, mediante memorial radicado bajo el Nº 201650050636012 del 02 de marzo de 2016, la actora requirió ante U.G.P.P. solicitando el cumplimiento integral de la sentencia judicial y la modificación de la Resolución Nº RDP 055913, solicitándole a la entidad que lea cuidadosamente el fallo judicial , en el entendido que el periodo a liquidar corresponde a los factores salariales devengados en el ultimo año de servicios, que como lo señala y ordena  el fallo están comprendidos entre el 25 de junio de 2002 al 25 de junio de 2003, además los acumulados salariales referentes a este periodo ya fueron entregados debidamente autenticados con la cuenta de cobro de la sentencia judicial. Solicitud que  a la fecha la entidad accionada no le ha dado respuesta alguna, por lo que la actora considera que se le esta vulnerando su derecho fundamental al debido proceso y derecho de petición. No entiende por qué la U.G.P.P  insiste en la entrega de  los acumulados salariales de otro periodo  al ordenado en la sentencia judicial, si ya se presentaron los mismos auténticos por el despacho judicial y la señora López Hernández  lleva mas de 8 meses en espera, mientras que el sustanciador de la entidad accionada sigue exigiendo otros documentos que no aplican.
En consecuencia y en mérito de todo lo anteriormente expuesto solicita que se le tutelen los derechos fundamentales del debido proceso, a la igualdad y al mínimo vital. 
II. Contestación de la demanda
   La Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales –UGPP- a través de su Subdirector Jurídico Pensional, allegó contestación mediante la cual manifestó  que para dar tramite a la solicitud de pago en virtud del cumplimiento del fallo judicial, es necesario que la accionante allegue en su totalidad los elementos de juicio que permitan tomar una decisión de fondo mediante acto administrativo, ya que dicha carga probatoria esta  únicamente en cabeza de la peticionaria. Por lo cual anexa copia de la Resolución RDP 028520 del 3 de Agosto de 2016, mediante la cual la U.G.P.P niega dicha solicitud al accionante por las razones antes expuestas. 

Con base a lo anterior dicha entidad solicitó que se declare la improcedencia de la acción constitucional puesto que con ella se pretende evadir de manera injustificada los procedimientos referentes a la carga de la prueba, de que corresponde a la parte accionante allegar los documentos necesarios para la toma una decisión a la luz del articulo 167 C.G.P e igualmente que la tutela no es el mecanismo idóneo para el cumplimiento de las sentencias judiciales, dado que la parte actora cuenta con el proceso ejecutivo para hacerla efectiva.
III. Providencia impugnada
La Jueza de primer grado tuteló el derecho fundamental al debido proceso invocado por la señora Flor Esther López Hernández y, en consecuencia, ordenó a la Unidad de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social – UGPP-, a través de la Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales en cabeza de la Dra. Clara Janeth Silva Villamil, y/o quien haga sus veces, para que en el término de dos (2) días siguientes a la notificación del fallo, tramite cuenta de cobro presentada por la accionante, atendiendo los documentos que se le anexaron y en los términos estipulados en el fallo proferido por el Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión de Barranquilla, el día 24 de junio de 2013 y confirmada por el Tribunal Superior Administrativo del Atlántico, el día 31 de enero de 2014. 
Para llegar a tal conclusión afirmó que la entidad accionada esta pidiendo documentación que no es necesaria y que no es requerida para darle cumplimiento al fallo judicial, puesto que lo ordenado en la sentencia de primera instancia por el Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión del Circuito Judicial de Barranquilla y confirmada por el Tribunal Administrativo del Atlántico, correspondiente a liquidar  los factores salariales devengados  por la actora en el ultimo año de servicios,  periodo que comprende  entre el 25 de junio de 2002 al 25 de junio de 2003 y no los periodos comprendidos entre el 01 de noviembre de 2003 y el 31 octubre de 2004, como la entidad accionada lo asumió equivocadamente; máxime cuando la entidad accionada al contestar la tutela, emite Resolución Nº 028520 del 03 de agosto de 2016, donde nuevamente niega lo solicitado y requiere a la accionante para que allegue los certificados salariales por autoridad competente copia autentica u original al tenor del art 19 del Decreto 1653 de 1977. Por tanto considera que  la entidad accionada a pesar de haber dado respuesta a la acción de tutela, y a su vez haber emitido la Resolución del 03 de Agosto de 2016, en dichas respuestas no da cumplimiento a la sentencia judicial proferida por el Juzgado Segundo  Administrativo de Descongestión del 24 de junio de 2013 y confirmada por el Tribunal Superior Administrativo del Atlántico, el día 31 de  enero de 2014. 
 Respecto a lo expresado por la entidad demandada en cuanto a que la carga de la prueba esta exclusivamente en  cabeza de la peticionaria, argumento que la jueza de primera instancia no lo acoge  como válido, máxime cuando la señora López Hernández acreditó  ante la jurisdicción tener derecho a la reliquidación de su pensión, además los documentos reclamados fueron discutidos en el proceso de nulidad y restablecimiento del derecho que resultó favorable a las pretensiones de la actora. Además afirma la Jueza de primer grado, que la accionante aun contando con otro mecanismo de defensa judicial como lo es el proceso ejecutivo, lo cierto es que la U.G.P.P no puede abstraerse de su obligación de dar cumplimiento a un fallo judicial que se reclama a través de cuenta de cobro, imponiéndole a la actora condiciones adicionales, que ya fueron debatidas y definidas por la jurisdicción. 
IV. Impugnación
La Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales –UGPP- a través de su Subdirector Jurídico Pensional el Dr. Salvador Ramírez López, impugnó el fallo de tutela de primera instancia proferido por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, fechada el 16 de agosto de 2016, con base en lo señalado en sentencia  T-501 del 21 de agosto de 1992 del Magistrado  Ponente José Gregorio Hernández Galindo “(…) Como puede apreciarse, ninguna norma constitucional ni legal exige que quien impugne sustente la impugnación (…)”  Por lo cual se entiende que no ataca ningún punto específico del fallo y que simplemente dicha impugnación se tendrá en cuenta como una especie de consulta.
IV. Consideraciones
5.1 Problema jurídico por resolver
¿Se presenta en el caso objeto estudio vulneración al derecho fundamental de Debido Proceso y el Mínimo Vital de la señora   Flor Esther  López Hernández  por parte de la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscal, ante la negación reiterada de la cuenta de cobro junto con sus anexos, los cuales corresponden a copias auténticas de los instrumentos que obran en el proceso judicial donde se emitió la respectiva sentencia condenatoria? 

5.2 Alcances al debido proceso 
La Corte Constitucional ha marcado su línea jurisprudencia en sentencia C-083/15 Magistrada Ponente Gloria Stella Ortiz Delgado en relación con el debido proceso, precisando los alcances y garantías que brinda a las personas que se encuentren en curso de una actuación judicial o administrativa, en los siguientes términos:
“Como el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia. Entre las garantías generales que hacen parte del derecho al debido proceso, pueden citarse, siguiendo en gran medida la sentencia C-341 de 2014, entre otras, las siguientes: (i) El derecho a la jurisdicción, que conlleva el derecho al libre e igualitario acceso a los jueces y autoridades administrativas, a obtener decisiones motivadas; a lograr una pronta resolución judicial, a impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía superior, - lo que incluiría  en ciertos casos el principio de doble instancia-, y al cumplimiento de lo decidido en el fallo. (ii) El derecho al juez natural, identificado como el funcionario con capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación, de acuerdo con la naturaleza de los hechos y la división del trabajo establecida por la Constitución y la ley. (iii) El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los medios legítimos y adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable. De este derecho hacen parte, la determinación y aplicación de trámites y plazos razonables, el derecho al tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la defensa, los derechos a la asistencia de un abogado cuando sea necesario, a la igualdad ante la ley procesal, a la práctica, contradicción y valoración de las pruebas recaudadas, a la buena fe y a la lealtad procesal. (iv) El derecho a un proceso público, desarrollado con prevalencia de las garantías sustantivas y procesales requeridas y que permita la publicidad de las actuaciones y decisiones adoptadas en esos procedimientos. (v) El derecho a la independencia judicial que solo es efectivo cuando los servidores públicos a los cuales se confía la tarea de administrar justicia, ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al Ejecutivo y al legislativo, y (vi) El derecho a la imparcialidad del juzgador, a quien se le exige decidir con fundamento en los hechos y conforme al orden jurídico, sin prevenciones o influencias ilícitas”

Por otra parte, en la misma jurisprudencia se ha establecido los principios generales del debido proceso en lo relacionado con las actuaciones administrativas, de la siguiente manera:
“Desde esta perspectiva, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que los principios que deben informar genéricamente el derecho fundamental al debido proceso en materia administrativa, son entre otros, los siguientes: (i) el principio de legalidad y el acatamiento de las formas procesales administrativas previamente establecidas ; (ii) los principios de contradicción e imparcialidad a fin de asegurar la protección  del derecho a la defensa de los ciudadanos en todas sus formas, y (iii) el respeto general a los derechos fundamentales de los asociados . Estas garantías básicas, se encuentran encaminadas a asegurar el correcto y adecuado ejercicio de la función pública y a evitar posibles actuaciones arbitrarias por parte de la administración”  

5.3 Caso en concreto 
En el caso que ocupa la atención de la Sala, se acude a la vía de tutela con el propósito de que se proteja el derecho fundamental al  derecho de petición, debido proceso y al mínimo vital de la señora Flor Esther López Hernández supuestamente vulnerados por parte de la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscal, con relación al incumplimiento del fallo judicial en la que se  ordena a la entidad accionada una reliquidación pensional con todos los factores salariales. 
En efecto la actora realizó varias peticiones solicitando  el cumplimiento del fallo de sentencia judicial, en la que se le ordena a la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscal a reliquidar la pensión con todos los factores salariales correspondientes al periodo del 26 de junio de 2002 al 26 de junio 2003. Y ésta a su vez, en dos resoluciones, niega el cumplimiento de la providencia, argumentando que se deben allegar los documentos requeridos en copia auténtica u original de los factores salariales, correspondientes al periodo  del 01 de noviembre de 2003 al 31 de octubre de 2004, para así  cumplir con lo solicitado por la demandante.

         Vale la pena resaltar como hechos relevantes para resolver el caso los siguientes:

i) Que la negativa de la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscal, se reduce al reiterado argumentando de que a la cuenta de cobro no se allegaron  los certificados de los factores salariales del último año de servicios de la actora.

ii) Que dichos documentos fueron allegados por la actora en copia autentica, con la advertencia de que de acuerdo a la sentencia del Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión de Barranquilla, a su vez,  confirmada por el Tribunal  Superior Administrativo del Atlántico, los factores salariales no corresponden al último año de servicios sino al período del 26 de junio de 2002 al 26 de junio de 2003.
iii) Haciendo caso omisivo a esa advertencia y lo fallado en sede de la justicia contenciosa administrativa, los documentos allegados por la actora siguen siendo negados  por la U.G.P.P. bajo el argumento expuesto el literal i). 
iv) Que para el cumplimiento de las sentencias judiciales en las que resulta condenada la U.G.P.P. los demandantes deben presentar una cuenta de cobro con la copia autentica de la sentencia y certificado de que presta merito ejecutivo más los documentos auténticos a que haya lugar.
En ese sentido, lo primero que debe decirse es que la UGPP, al igual que otras entidades públicas, aun para el cumplimiento de una sentencia en cuyo proceso fue parte, exigen a los demandantes presentar una cuenta de cobro acompañada con los documentos autenticados pertinentes; cuenta de cobro que a su vez se convierte para la UGPP en una oportunidad para cumplir la sentencia sin necesidad de ser ejecutada judicialmente. Así las cosas, siendo la cuenta de cobro unos de los requisitos impuestos por la propia U.G.P.P. para el cumplimiento de los fallos judiciales, es evidente que en su trámite – la de la cuenta de cobro- se debe respetar el debido proceso y el derecho a la igualdad por parte de dicha entidad.

Descendiendo al caso que nos ocupa, vemos que la señora Flor Esther López Hernández  en cumplimiento de ese deber, presentó ante la  U.G.P.P. la respectiva cuenta de cobro para el cumplimiento de la sentencia proferida a su favor, acompañada de todos y cada uno de los documentos exigidos por la accionada, mismos que corresponden a copia autenticada de los instrumentos que obran en el proceso donde resultó condenada dicha entidad.

En la contestación a la demanda de tutela dice la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscal respecto a esos documentos que debían presentarse  los certificados de información laboral con el objeto de conocer el último año de servicio, los factores salariales en los cuales se discrimine lo devengado en el último año, supuestamente porque resultan indispensables para resolver la solicitud de pago, amén de que la carga de la prueba se encuentra en cabeza de la actora.

Pues bien, dígase en primer lugar que el argumento de la carga de la prueba resulta un exabrupto si tenemos en cuenta que no estamos ante un proceso judicial porque éste ya finiquitó a favor de la actora, lo que quiere decir que aquella cumplió diligentemente su carga probatoria y por eso salieron avante todas sus pretensiones.

En segundo lugar, la actora ha presentado a la U.G.P.P. todos los documentos requeridos, advirtiendo que los mismos corresponden a los que obran en el proceso, los cuales no solo sirvieron de sustento a la sentencia condenatoria sino que en su momento fueron objeto de contradicción por parte de la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscal.

En ese orden de ideas, no puede a estas alturas la accionada objetar dichos instrumentos supuestamente porque no son lo suficientemente claros para indexar la primera mesada pensional de la actora, toda vez que ello debió hacerse en su momento en el respectivo proceso judicial, amén de que se itera, esos mismos certificados de factores salariales, corresponden a los que en su momento tuvo en cuenta la jurisdicción contencioso administrativa para fulminar condena en contra de la U.G.P.P.

En estas condiciones, la Sala encuentra arbitrario el rechazo reiterado de la cuenta de cobro que en su momento presentó la accionante junto con sus respectivos anexos, violándose de esta manera el derecho al debido proceso, vulneración que no desaparece bajo el argumento de existir otro mecanismo judicial como lo es el proceso ejecutivo porque la cuenta de cobro y sus anexos es un requisito que impuso la propia U.G.P.P para el cumplimiento de la sentencia condenatoria y que no puede desconocer sin una justa razón.
Como quiera que el amparo del debido proceso termina amparando los otros 2 derechos fundamentales impetrados por la accionante (derecho de petición y mínimo vital), la Sala se abstiene de un pronunciamiento sobre los mismos.

En concordancia con lo anteriormente expuesto, no existiendo razón para modificar la decisión tomada en primera instancia, se procederá a confirmar la sentencia acá debatida, adicionándola únicamente para advertir a la UGPP que para resolver cualquier duda sobre los documentos anexados en la cuenta de cobro presentada por la señora Flor Esther López Hernández, acuda al respectivo proceso judicial donde reposan los originales.
Como quiera que el amparo del debido proceso termina amparando los otros 2 derechos fundamentales impetrados por la accionante (derecho de petición y mínimo vital), la Sala se abstiene de un pronunciamiento sobre los mismos.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución y la ley,
RESUELVE

PRIMERO: ADICIONAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira el 16 de agosto de 2016, en el sentido de advertir a la UGPP que para resolver cualquier duda sobre los documentos anexados en la cuenta de cobro presentada por la señora Flor Esther López Hernández, acuda al respectivo proceso judicial donde reposan los originales.
SEGUNDO: Confirmar en todo lo demás la sentencia objeto de impugnación.

Notifíquese la decisión por el medio más eficaz. 
TERCERO: Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme al artículo 31 del Decreto 2591 de 1991
Notifíquese y Cúmplase 

La Magistrada, 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN


Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ            FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Sentencia C-083/15 Magistrada Ponente Gloria Stella Ortiz Delgado
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